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I. INTRODUCCIÓN.

El presente estudio tiene por objeto el proceso de institucionalización de la lucha canaria. Comenzará por relatar los antecedentes históricos y el proceso constituyente de la actual Federación.

Posteriormente trataremos la estructura organizativa actual de la Federación de Lucha Canaria y terminaremos con la formulación de propuestas que entendemos coadyuvarán a un mejor funcionamiento de la misma.

ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LA INSTITUCIONALIZACIÓN DE LA LUCHA CANARIA.

En el año 1943 se constituye la primera Federación de la Lucha Canaria, que dependía de la Federación Española de Luchas (FEL) con sede en Tenerife.

En el año 1946 se constituyen dos federaciones regionales independientes que tienen por ámbito de actuación las respectivas provincias canarias y con la formación de delegaciones en las islas menores. 
Esta etapa atiende a la constitución de las federaciones de Lucha Canaria, con dependencia de la Federación Española de Luchas. La Lucha Canaria se adentra por primera vez en su historia en el mundo del Derecho del Deporte: federaciones, disciplina deportiva, árbitros, etcétera. De este período destacamos dos reglamentos:

- Reglamento General Orgánico de 1960. Este Reglamento se confeccionó por la Federación Española de Luchas con la colaboración de las Federaciones Regionales de Las Palmas y Santa Cruz de Tenerife, siendo presidentes de éstas D. Luis Doreste Silva y D. Félix Álvaro Acuña Dorta, respectivamente.

- Reglamento de Lucha Canaria de 1973. Este Reglamento, redactado en Caracas (Venezuela), está basado en el proyecto de D. Salvador Sánchez («Borito») y fue adaptado en Venezuela con autorización del Instituto Nacional de Deportes, siendo editor del mismo D. Juan Henríquez González.

En la década de los setenta la Lucha Canaria pide su autonomía solicitando separarse de la Federación Española de Luchas. 

La Comisión de Cultura del Congreso de los Diputados, en su reunión de 16 de Octubre de 1980, aprobó una Proposición No de Ley sobre la Federación de Lucha Canaria, en la que se señalaba que aquélla debería gozar de plena autonomía normativa y presupuestaria dentro del ámbito de la Región Canaria. 

En el ejercicio de las competencias transferidas en esta materia, el Gobierno de Canarias se dirigió al Consejo Superior de Deportes en fecha 4 de Mayo de 1983, trasladándole el sentir de prácticamente todos los clubes de Lucha Canaria del Archipiélago en aras de los objetivos enunciados. 

El día 8 de Noviembre de 1983 el Secretario de Estado-Presidente del Consejo Superior de Deportes, el Consejero de Cultura y Deportes del Gobierno de Canarias y el Presidente de la Federación Española de Luchas firman un Protocolo en el que se conviene, entre otros aspectos, lo siguiente: 

· El Gobierno de la Comunidad Autónoma de Canarias dictará la norma de rango suficiente para que sea posible la constitución de una asociación deportiva con el título de Federación de Lucha Canaria. 

· La Federación Española de Luchas respetará la autonomía de la Federación de Lucha Canaria en todo lo que haga referencia a la promoción y ordenación del deporte de la Lucha Canaria. 

· La Federación Española de Luchas adecuará sus estatutos para una presencia suficiente de la Federación de Lucha Canaria en sus órganos directivos. 

· El Consejo Superior de Deportes considerará para todos los efectos a la Federación de Lucha Canaria como la asociación deportiva responsable de todo lo que haga referencia a la promoción y ordenación del deporte de la Lucha Canaria. 

· El Consejo Superior de Deportes librará directamente a la Federación de Lucha Canaria los créditos presupuestarios correspondientes a cada ejercicio. 

En consonancia con lo anterior, el Gobierno de Canarias aprueba el Decreto 433/1983, de 2 de diciembre, por el que se regula la Federación de Lucha Canaria, publicado en el Boletín Oficial de Canarias del 29 de diciembre de 1983, que permitió la constitución de la Federación.

Durante el proceso constituyente de la Federación, el Gobierno de Canarias consideró necesario dictar una serie de normas de vigencia temporal que fueron las siguientes:

- ORDEN de 26 de Junio de 1984, por la que se establece el Régimen Transitorio de Concesión de Autorizaciones para Competiciones de Lucha Canaria (Boletín Oficial de Canarias 29 de Junio de 1984) 

- ORDEN de 16 de Julio de 1984, por la que se crea la Comisión Coordinadora de la Federación de Lucha Canaria. (Boletín Oficial de Canarias 30 de Julio de 1984), cuyos miembros fueron designados por RESOLUCION de 1 de Agosto de 1984, de la Dirección General de Deportes (Boletín Oficial de Canarias 14 de Agosto de 1984)

Finalmente, tras llegar a un consenso los distintos sectores de la Lucha Canaria, la Dirección General de Deportes dicta la Resolución de 13 de Julio de 1984 (Boletín Oficial de Canarias 1 de Agosto de 1984), por la que se aprueban los primeros Estatutos de la Federación de Lucha Canaria, su reconocimiento e inscripción en el hoy Registro de Entidades Deportivas de Canarias. 

EL PRIMER PROCESO ELECTORAL. EL CONTENCIOSO SOBRE LA PRESIDENCIA DE LA FEDERACION DE LUCHA CANARIA.

Celebradas el 1 de diciembre de 1984 las primeras elecciones en el seno de la Federación, la Junta Electoral Central de la misma proclamó provisionalmente como Junta de Gobierno la candidatura encabezada por don Plácido Mejías Benítez.

El día 8 siguiente se efectuó la proclamación definitiva de las Juntas de Gobierno de las Federaciones Insulares, no haciendo lo propio con la  Junta de Gobierno regional, como consecuencia del recurso interpuesto por el otro candidato a Presidente, ya fallecido, don Juan Henríquez González.

El 12 de enero de 1985, la Junta, por fin, resuelve dicho recurso y proclama definitivamente electo a don Juan Henríquez.

Este acuerdo fue recurrido a su vez por don Plácido Mejías ante la entonces Consejería de Cultura y Deportes, la cual dictó Resolución el día 8 de abril de 1985 (ver anexo 1), por la que se anuló el acuerdo federativo y se elevó a definitiva la proclamación del Sr. Mejías Benítez. Hasta tanto tomara posesión la primera Junta de Gobierno electa de la Federación, y para evitar el vació de poder, la Consejería de Cultura y Deportes  dictó la ORDEN de 29 de Diciembre de 1984, por la que ordenaba la constitución de una Junta de Gobierno Provisional  (Boletín Oficial de Canarias 04 de enero de 1985).

Finalmente toma posesión como Junta de Gobierno la candidatura encabezada por don Plácido Mejías Benítez.

LA RESOLUCION DE LA CONSEJERIA DE CULTURA Y DEPORTES DE 1985.

La primera cuestión que se planteó en el seno de la entonces Consejería de Cultura y Deportes en 1985, donde este ponente ejercía como Letrado-Asesor, era la de si ostentaba o no competencia para conocer y resolver el recurso interpuesto por el Sr. Mejías Benítez. La Consejería entendió en aquel momento, con el asesoramiento de prestigiosos juristas como don Rafael Alcázar Crevillén (Abogado del Estado, entonces Jefe de los Servicios Jurídicos del Gobierno de Canarias) y don Eligio Hernández Gutiérrez (Magistrado en excedencia en aquella época), que el acuerdo de la Junta Electoral de la Federación de 12 de enero de 1985 podría ser considerado como un ACTO ADMINISTRATIVO y por tanto era recurrible ante el organismo público que ejercía la tutela sobre aquella. Por si hubiese alguna duda, la competencia de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias para resolver el recurso interpuesto venía recogida en las NORMAS ELECTORALES aprobadas por la Junta Electoral Central, concretamente en su articulo 4-5-q, según el cual “los acuerdos de la Junta Electoral Central serán recurribles ante el organismo deportivo de superior rango”, lo que constituía una sumisión expresa de la Federación de Lucha Canaria a las decisiones que pudiera adoptar la Consejería de Educación, Cultura y Deportes en materia electoral.
El proceso judicial que se derivó de la Resolución de la Consejería de 8 de abril de 1985 (anexo1), así como el cambio legislativo operado posteriormente (Ley del estatal Deporte de 15 de octubre de 1990 y Ley Canaria del Deporte -ley 8/1997, de 9 de julio, BOC núm. 92 de 18 de julio de 1997-) han clarificado totalmente esta cuestión.

La Sentencia de la Sala de lo Contencioso‑Administrativo de la entonces Audiencia Territorial de Las Palmas (hoy TSJC) de 1 de marzo de 1986 (autos 200/1985), confirmada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo de 24 de junio de 1988 (recurso 664/1986), en el recurso interpuesto por don Juan Henríquez, anuló la Resolución de la Consejería de 8 de abril de 1985 sin entrar a conocer del fondo del asunto; es decir, anuló aquella Resolución, no porque estimara que la candidatura que debía ser Junta de Gobierno fuera la de don Juan Henríquez, cuestión en la que no entró ni la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJC ni el Tribunal Supremo, sino porque, formalmente, con la legislación vigente en la época, la Administración Pública carecía de competencia para revisar un acto dictado por una Federación en materia electoral.

Pero ya en 1985 el Tribunal Constitucional en sentencia de 24 de mayo de 1985 se había pronunciado sobre esta cuestión,  declarando: «De acuerdo con la Ley [se refiere a la Ley del deporte 13/1980, de 31 de marzo], ..., las Federaciones aparecen configuradas como asociaciones de carácter privado a las que se atribuyen funciones públicas de carácter administrativo )» Lamentablemente, esta doctrina aun no había impregnado a la judicatura española y ello explica los pronunciamientos negativos en el caso que nos ocupa.
Tras la promulgación de la Ley del Deporte de 1990 y las de las Comunidades Autónomas se ha publificado a nivel legal la materia electoral; se considera ya que los actos federativo‑electorales tienen una trascendencia jurídico‑pública en tanto que determinan la elección de las personas que van a ejercitar las funciones públicas de las Federaciones Deportivas, lo que viene a justificar la intervención de la Administración Pública en esta materia; intervención que a nivel del Estado se realiza, a partir de entonces, a través de la JUNTA DE GARANTIAS ELECTORALES creada por la Ley del Deporte de 1990 y en Canarias por medio de la Junta Canaria de Garantías Electorales del Deporte, creada por el Decreto 51/1992, de 23 de abril, por el que se regula la constitución y funcionamiento de las Federaciones Deportivas Canarias (Texto actualizado por el Decreto 119/1999, de 17 de junio -Boletín Oficial de Canarias 14 julio 1999). 
La duda legal se disipó: los recursos que se interpongan ante la Junta de Garantías Electorales vendrán a jugar como "una suerte de reconversión administrativa de unos actos que originariamente aparecen dictados por una entidad que no es por sí misma Administración Pública estrictamente tal, aunque ejercite funciones de ésta" (GARCIA DE ENTERRIA).

Esta dimensión jurídico‑pública de los actos federativo‑electorales fue reconocida ya en el CONSIDERANDO SEXTO de la referida resolución de la Consejería de 1985 que revocó el acuerdo de la Junta Electoral de la Federación de Lucha Canaria (ver anexo 1). 

Podría afirmarse pues que la legislación promulgada en los años siguientes vino a convalidar, dicho sea en términos metajurídicos, la actuación del Gobierno de Canarias en 1985 en el aspecto formal o competencial. Aquella intervención administrativa de la Comunidad Autónoma de Canarias fue pionera en España en una parcela (la federativa-electoral) hasta entonces abocada a la judicialización, con los inconvenientes que ello trae consigo, a la vista de la sobrecarga que padece la Justicia en nuestro país. La actuación de un órgano especializado de la Administración Pública permite la resolución de las controversias electorales por medio de expertos en la materia y en un corto espacio de tiempo, exigencias que, si bien son comunes en todos los sectores de la vida social, en el deporte son mas acusadas por la propia naturaleza dinámica de la actividad deportiva.

Ahora bien, ¿acertó la Consejería de Cultura y Deportes del Gobierno de Canarias en cuanto al fondo del asunto con su resolución de 1985? Esta es una cuestión en la que nunca entraron los tribunales, motivo por el cual sigue siendo una cuestión opinable. Nosotros exponemos nuestra visión del asunto.

EL ACUERDO DE LA JUNTA ELECTORAL.

El acuerdo de la Junta Electoral Central que proclamó Presidente a don Juan Henríquez se basó en dos motivos fundamentales para revisar su anterior proclamación a favor de don Plácido Mejías:

          1.‑ Presuntas irregularidades en las votaciones efectuadas en la mesa electoral de La Laguna, por la negativa de su Presidente a admitir a determinadas personas como interventores de la candidatura de don Juan Henríquez.

          2.‑ Presuntas irregularidades en el Censo Electoral, por figurar incluidos de forma indebida determinados clubes.

En cuanto al primer motivo, quedó probado en el expediente que tuvimos oportunidad de examinar que las personas que pretendieron actuar como interventores por la candidatura de don Juan Henríquez en La Laguna carecían de las preceptivas credenciales, de ahí que deba considerarse procedente la negativa del Presidente de la Mesa Electoral a admitirles como tales. No existieron, pues, tales irregularidades en las votaciones de La Laguna, sino una aplicación estricta de la normativa electoral vigente.

Por lo que respecta al segundo motivo, hay que hacer las siguientes puntualizaciones:

          a) Un censo electoral no puede ser modificado una vez celebradas unas elecciones, cualquiera que sea la naturaleza de éstas, para, acto seguido, alterar el resultado electoral. La actuación de la Junta Electoral en este sentido supuso un absoluto desprecio a uno de los más elementales principios de cualquier Estado de Derecho: la seguridad jurídica. Decidir después de las elecciones quienes tienen la condición de electores privaría de todo sentido al sistema electoral. Ningún ciudadano acudiría a unas elecciones a sabiendas de que podría ser excluido del censo una vez emitido el voto. A este principio obedece precisamente la configuración del censo electoral como «cuestión previa» en todos los procesos electorales y, por tanto, para la Junta Electoral de la Federación de Lucha Canaria, a la que estaba vedado su conocimiento y resolución después de las elecciones. La propia Junta Electoral, en su reunión del 6 de octubre de 1984, estableció que «finaliza el plazo para reclamaciones sobre inclusión en el censo el 26 de Noviembre». Conviene añadir al respecto que en la reunión de dicha Junta celebrada el 28 de noviembre de 1984 se resolvieron cuantas impugnaciones se formularon, y que contra las resoluciones de estas impugnaciones no cabía ulterior recurso, conforme disponía el artículo 4-5-i) de las Normas Electorales que regían aquellas elecciones.
          b) Por otra parte, los clubes cuestionados en el acuerdo de 12.1.85 si intervinieron en competiciones oficiales en los años 1983 y 1984, según consta en la certificación expedida por la Federación Territorial Canaria de Luchas, única organización federativa, por otra parte, que podía autorizar competiciones oficiales en aquella época, por lo que tampoco en este punto actuó correctamente la Junta Electoral Central, según nuestro criterio.

A la vista de lo expuesto, parece lógico que la Consejería de Cultura y Deportes, al entrar en el fondo del asunto en su Resolución de 8.4.85, no acordara la anulación del proceso electoral, con el fin de que se repitieran las elecciones, sino solamente del acuerdo de la Junta Electoral de 12.1.85 que, de forma indebida, revisó el Censo y modificó el resultado electoral. Lo procedente era pues elevar a definitiva la proclamación provisional que la propia Junta federativa había efectuado en favor de la candidatura de don Plácido Mejías Benítez, como así se hizo.

LAS ELECCIONES DE 1988 Y SU INCIDENCIA EN EL ASUNTO.

Como se dijo anteriormente, esta resolución fue anulada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo en 1986, sentencia que fue recurrida a su vez por don Plácido Mejías ante el Tribunal Supremo, que confirmó la anterior. Pues bien, antes de que fuera notificada la Sentencia del Tribunal Supremo, que tuvo entrada en la Administración autonómica el 5 de octubre de 1988, tuvieron lugar en el seno de la Federación unas segundas elecciones (celebradas el 16 de julio de 1988), en las que resultó también elegido Presidente don Plácido Mejías, sin que se impugnara esta vez la elección. La circunstancia sobrevenida de que hubiera sido elegido nuevo presidente en 1988, aunque recayera en la misma persona (esto era irrelevante), determinó la imposibilidad de ejecutar las Sentencias que anularon la resolución de 1985, según declaró la Sala de lo Contencioso de Las Palmas mediante Auto de 2 de mayo de 1989.

Este Auto fue matizado por el Tribunal Supremo mediante otro Auto de 3 de julio de 1991, acordando que se ejecuten las sentencias mediante un "mero acto administrativo formalmente declarativo de acatamiento de la nulidad" acordada (extremo cumplimentado por la Consejería), "sin imposición de medida alguna para el pleno restablecimiento de la situación jurídica individualizada", o lo que es lo mismo, ordena que se acaten las sentencias, pero no ordena a la Administración Pública que adopte medidas dirigidas a rehabilitar la proclamación efectuada el 12.1.85 por la Junta Electoral de la Federación en favor de don Juan Henríquez como Presidente de la misma.     

El Tribunal Supremo aceptó, pues, el razonamiento de la Sala de lo Contencioso de Las Palmas, según el cual, expirado el periodo de mandato en el que se suscitó la controversia, la pretendida ejecución de la sentencia no podía llevar aparejado el cese del Sr. Mejías Benítez en un cargo al que había accedido merced a un proceso electoral distinto al debatido en el recurso resuelto por dicha sentencia.

No obstante, el Tribunal Supremo, a la vista de la imposibilidad de rehabilitar la proclamación de don Juan Henríquez, remite a éste a la Jurisdicción Civil para decidir definitivamente si procedía una indemnización de daños y perjuicios a favor del mismo: "todas las consecuencias derivadas de los  pronunciamientos anulatorios dictados por dichas  sentencias se  habrán  de  ventilar  y  ejecutar  en  proceso  seguido  ante Tribunales de otro Orden Jurisdiccional distinto del  Contencioso Administrativo". No nos consta que don Juan Henríquez presentara demanda en la vía civil.

Hasta aquí el contencioso electoral de 1985. Los procesos electorales de 1992, 1996 y 2000 no originaron impugnaciones fuera del ámbito federativo.

En cuanto a la normativa propiamente federativa, estas son las normas aprobadas por la Asamblea General de la Federación de Lucha Canaria y por la Dirección General de Deportes:

· 23.09.86 / Resolución de la Dirección General de Deportes por la que se aprobó el Reglamento Unificado (técnico)

· 12.04.88 / Resolución de la Dirección General de Deportes por la que se aprobó el Reglamento Unificado (técnico)

· 14.04.88  /   Resolución de la Dirección General de Deportes por la que se aprobó el primer Reglamento electoral de la Federación de Lucha Canaria
· 25.10.91 / Resolución de la Dirección General de Deportes por la que se aprobó el Reglamento Técnico

· 20.05.92 / Resolución de la Dirección General de Deportes por la que se aprobó el Reglamento Técnico

· 27.07.2000 /  Resolución de de la Dirección General de Deportes por la que se aprobó el texto refundido de los estatutos de la Federación de Lucha Canaria y se acuerda su publicación en el Boletín Oficial de Canarias (Boletín Oficial de Canarias del 7 de Agosto de 2000)

· 27.07.2000 /  Resolución de la Dirección General de Deportes por la que se aprobó el vigente Reglamento electoral de la Federación de Lucha Canaria.

II. ESTADO DE LA CUESTIÓN.

Los vigentes Estatutos de la Federación de Lucha Canaria, aprobados por Resolución de la Dirección General de Deportes de 27 de julio de 2000, regulan la estructura de la Federación de Lucha Canaria en los siguientes términos:

Existe una Federación de Lucha Canaria de ámbito regional y Federaciones Insulares de ámbito correspondiente a cada isla, configuradas como delegaciones territoriales de la Federación regional.

La Federación de Lucha Canaria tiene como fines, entre otros, los siguientes: 

- Reglamentar y fomentar el desarrollo del Deporte de la Lucha Canaria. 

- Organizar con carácter exclusivo las competiciones y actividades oficiales de todo tipo. 

- Rescatar las tradiciones de la Lucha Canaria. 

- Promover la formación de árbitros, auxiliares y entrenadores. 

- Gestionar los intereses generales de la Federación de Lucha Canaria y representar a ésta ante los poderes públicos y las organizaciones deportivas nacionales e internacionales.

La Federación de Lucha Canaria tiene como órganos superiores los siguientes: 

a) La Asamblea General. 

b) La Junta de Gobierno, que podrá actuar en Pleno o Comisión Permanente. 

c) Y las Federaciones Insulares.

LA ASAMBLEA GENERAL.

La Asamblea General de la Federación de Lucha Canaria es el órgano supremo de la Federación de Lucha Canaria y es competente para conocer de todos los asuntos que conciernen a la Lucha Canaria, sin limitación alguna, previa su inclusión en el Orden del Día. 

La Asamblea General constituye el cuerpo deliberante y de alto gobierno de la Federación para realizar la función normativa y tiene competencia en las siguientes materias: 

a) Aprobar y modificar los estatutos y reglamentos de la Federación de Lucha Canaria, y presentarlos para su ratificación a la Dirección General de Deportes del Gobierno de Canarias. 

b) Elegir y separar a los miembros de la Junta de Gobierno de conformidad con los procedimientos establecidos. 

c) Aprobar el calendario deportivo de las actividades de la Federación de Lucha Canaria, estableciendo el plan general de actuación, así como aprobar la correspondiente memoria anual presentada por la Junta de Gobierno. 

d) Aprobar o modificar el Presupuesto General, a propuesta de la Junta de Gobierno. 

e) Aprobar el balance y estado de cuentas anual. 

f) Crear nuevas Federaciones o Delegaciones en otros ámbitos territoriales, si fuese necesario, de acuerdo con los intereses de la Lucha Canaria, considerándose cuestión imprescindible para la creación de una Federación Insular la existencia de al menos cuatro clubes. 

g) Aprobar la enajenación y gravamen de bienes inmuebles propios, establecer conciertos de préstamos, emisión de títulos transmisibles de deuda o parte alícuota patrimonial. 

h) Elegir representantes en organismos nacionales e internacionales. 

i) Ejercer la alta inspección de la Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria. 

j) Crear cuantos comités considere necesarios la Federación de Lucha Canaria, aprobar su estructura y competencias y elegir a sus miembros.

LA JUNTA DE GOBIERNO.

La Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria estará compuesta por un Presidente, dos vicepresidentes, un Tesorero y de tres a seis vocales, que serán elegidos por lista cerrada, y a la que se incorporan en calidad de vocales natos el Presidente o miembro de cada una de las Juntas de Gobierno Insulares en quien delegue. 

La Junta de Gobierno estará asistida por un Secretario General, 

Para constituirse válidamente la Junta de Gobierno es necesaria la presencia de la mitad más uno de sus miembros. 

La Junta de Gobierno designará una Comisión Permanente compuesta por, al menos, el Presidente, un Vicepresidente, el Tesorero y un vocal. 

La Comisión Permanente tendrá como misión exclusiva resolver todos los asuntos que requieran decisión urgente, así como aquellos otros que se consideren de trámite, siendo ratificados en la siguiente reunión de la Junta de Gobierno. Así mismo será competente para resolver los asuntos que le delegue expresamente y por escrito la Junta de Gobierno. 

El régimen de funcionamiento de la Junta de Gobierno, en defecto de regulación propia, será el previsto en el Título II de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para los órganos colegiados. 

La elección de la Junta de Gobierno se efectuará por sufragio universal de acuerdo con lo que disponga el Reglamento Electoral. 

Es competencia de la Junta de Gobierno: 

a) Ejecutar los acuerdos de la Asamblea General. 

b) Redactar los Calendarios Deportivos y someter a la Asamblea los programas de encuentros de carácter interinsular o regional. 

c) Conceder y otorgar distinciones y recompensas. 

d) Redactar los reglamentos y someterlos a la aprobación de la Asamblea. 

e) Resolver las diferencias que puedan surgir entre las Federaciones Insulares o sus Delegaciones, o entre éstas y las entidades, sociedades, clubes, terreros o recintos en que se practique la Lucha Canaria. 

f) De conformidad con los estatutos y el correspondiente Reglamento, ejecutar las sanciones disciplinarias impuestas por los órganos disciplinarios federativos. 

g) Comunicar a la Dirección General de Deportes del Gobierno de Canarias los nombramientos, ceses y dimisiones de cualquier miembro de los órganos de gobierno de la Federación de Lucha Canaria. 

h) Proponer a la Asamblea General las personas que hayan de representar a la Federación de Lucha Canaria en los organismos correspondientes. 

i) Constituir cuantos órganos, secciones o comisiones técnicas considere que sean precisos para el mejor cumplimiento de su misión. 

j) Nombrar Comisiones Gestoras, que funcionarán hasta la celebración de elecciones, en aquellas Federaciones Insulares en los casos de cese o dimisión del Presidente, la totalidad de la Junta de Gobierno o de miembros de la Junta de Gobierno que superen el 50% de los miembros electivos de la misma. 

k) La Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria, por razones de especial trascendencia, podrá convocar a las Asambleas Generales o Juntas de Gobierno de las Federaciones Insulares con carácter informativo.

FEDERACIONES INSULARES.

Las Federaciones Insulares constituyen el órgano que, por delegación de la Federación de Lucha Canaria, gestionan los intereses generales de la lucha canaria en su demarcación geográfica. 

Las competencias específicas de las Federaciones Insulares son: 

a) Organizar y autorizar campeonatos insulares, torneos locales, encuentros amistosos y demás competiciones.

b) Conocer y decidir en primera instancia, a través de los órganos disciplinarios  competentes, los conflictos que puedan surgir entre las entidades, sociedades o clubes sociales, y entre éstos y los directivos, o entre ellos y los deportistas.

c) Ejecutar las sanciones impuestas por los órganos competentes. 

d) Gestionar los intereses de la Lucha Canaria en su ámbito territorial.

El funcionamiento de las Federaciones Insulares es análogo al de la Federación de Lucha Canaria. 

Las Federaciones Insulares, como órganos insulares de gobierno de la Federación de Lucha Canaria, se estructura a su vez en: 

- Asambleas Electorales Insulares. 

- Asamblea General Insular. 

- Junta de Gobierno de la Federación Insular. 

ASAMBLEA ELECTORAL INSULAR.

Tendrá como competencia única la elección de la Junta de Gobierno de la Federación Insular. 

Formarán parte de la Asamblea Electoral Insular los directivos de clubes, luchadores, árbitros y entrenadores con credencial federativa, y mayores de 16 años en el momento de la elección. 

ASAMBLEA INSULAR.

Está integrada por la Junta de Gobierno de la Federación Insular, dos representantes de directivos por cada club y dos representantes de luchadores por cada club, de los que, al menos, uno no debe ser puntal. De la suma anterior de directivos y luchadores representados en la Asamblea General Insular se determinará un 10% más de miembros, que corresponderán a los árbitros y entrenadores en la proporción de un 5% respectivamente, elegidos por y entre sus miembros. 

JUNTA DE GOBIERNO DE LA FEDERACIÓN INSULAR.

Está integradas por: 

- Presidente. 

- Vicepresidente. 

- Tesorero. 

- Vocales (un mínimo de 2 y máximo de 7)

Las elecciones a la Junta de Gobierno se realizarán mediante candidaturas cerradas. 

Estará asistida por un Secretario General nombrado, a propuesta del Presidente de la Federación de Lucha Canaria, por la Junta de Gobierno, el cual lo será de todos los órganos colegiados con voz pero sin voto. 
III. ANÁLISIS.

A nuestro juicio, la Federación de Lucha Canaria presenta una serie de puntos débiles que debieran analizarse con vistas a clarificar y fortalecer su estructura y funcionamiento.

Estos son:

· Estructura territorial

· Estructura orgánica

· Normativa

· Reglas de juego o competición

ESTRUCTURA TERRITORIAL.

La Federación de Lucha Canaria, pese a su enorme dimensión e implantación en el Archipiélago, no ha dotado de personalidad jurídica y capacidad de obrar a las federaciones insulares. Esta situación trae consigo numerosas complicaciones. Así, las federaciones insulares están incapacitadas como tales para suscribir convenios con los Cabildos Insulares, disponer de cuentas corrientes en bancos, contratar con proveedores, contratar personal a su servicio, etc..., con la agravante de que las consecuencias de los actos de sus órganos se imputan a la Federación de Lucha Canaria, al ser la única dotada de personalidad jurídica y capacidad de obrar.

Conviene aclarar, a fin de disipar temores infundados, que el reconocimiento de personalidad jurídica y capacidad de obrar a las federaciones insulares jamás iría en detrimento de las funciones de coordinación y tutela que competen a los órganos de la Federación de Lucha Canaria en el orden deportivo y que se concretan en la potestad de reglamentación en los ordenes competicional, electoral y disciplinario y en la coordinación de la actividad de las federaciones insulares.

En estos momentos, el Gobierno de Canarias, a la vista de que esta anómala situación se padece en numerosas federaciones, tiene en trámite un decreto que pretende reconducirla, disponiendo el reconocimiento de personalidad jurídica y capacidad de obrar a las federaciones insulares en todos los deportes.

ESTRUCTURA ORGÁNICA.

Habría que replantarse la estructura orgánica, a fin de simplificarla. A este respecto, consideramos que sería deseable asimilarla, en la medida de lo posible, a las federaciones que cuentan con homologas españolas, cuyos modelos orgánicos cuentan con una trayectoria que les acreditan como los mas idóneos. 

Entre otros, deberían considerarse los siguientes puntos:

- Las asambleas electorales insulares. La experiencia aconseja suprimir este órgano, ya que no lo es propiamente. Lo integra el cuerpo electoral en su conjunto.

- Se debería eliminar la referencia al control de la validez de las Asambleas de la Federación de Lucha Canaria por parte de la Dirección General de Deportes, ya que esta materia se inscribe en el ámbito privado de la Federación y por tanto su control corresponde a la jurisdicción ordinaria. Otra cosa, es la impugnación de los acuerdos asamblearios, contra los cuales si cabe interponer recurso ante la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias cuando versen sobre las funciones públicas delegadas en la Federación de Lucha Canaria. 

- Asimismo, se deberían concretar con mayor precisión las competencias de la Comisión Permanente. 

- Estimamos necesaria también una regulación detallada de la moción de censura, siguiendo el modelo de otras federaciones inscritas recientemente en el Registro de Entidades Deportivas de Canarias.

- En cuanto a los órganos disciplinarios, a nuestro juicio sería más viable cambiar el modelo actual por el siguiente:

a) Comités de Competición: se mantendría el sistema actual de uno en cada federación. En consecuencia, habrá uno en la Federación de Lucha Canaria y uno en cada federación insular.

b) Comités de Apelación: debiera estudiarse la posibilidad de instituir uno en cada federación. En consecuencia, habría un comité de apelación en la Federación de Lucha Canaria y uno en cada federación insular. De esta forma, los conflictos disciplinarios se agotarían en cada federación y sus resoluciones serían recurribles directamente ante el Comité Canario de Disciplina Deportiva.

Con este modelo se evitarían conflictos paralelos que dificultan el normal desarrollo federativo como los padecidos en muchas ocasiones en las que los acuerdos adoptados por los comités disciplinarios de las federaciones insulares son revocados por el comité de apelación de la Federación de Lucha Canaria. 

NORMATIVA.

La vigente normativa de la Federación de Lucha Canaria requiere una actualización urgente, no sólo por razones técnico-jurídicas, sino para adaptarla a la normativa promulgada por la Administración Pública en los últimos años y a la realidad actual de nuestro deporte vernáculo por antonomasia.

Convendría redactar y aprobar lo antes posible un Texto Refundido de los Estatutos, al tiempo que se actualiza su contenido. Igual tarea debe acometerse con los reglamentos Electoral, Técnico y Disciplinario.
REGLAS DE JUEGO O COMPETICIÓN.

Es imprescindible que las “reglas de juego”, por emplear la terminología tradicional de otros deportes, sean únicas si posibilidad de excepciones por parte de ninguna federación insular. 

Al igual que en fútbol existe la INTERNATIONAL BOARD, organismo que centraliza a nivel mundial la aprobación y modificación de las reglas de juego, lo que permite que éstas sean de aplicación idéntica en cualquier parte del planeta, recomendamos se considere la viabilidad de crear un órgano específico que vele por la aplicación homogénea de las reglas de competición.

IV. PROPUESTA FINAL

A nuestro juicio, la modernización de la Federación de Lucha Canaria pasa por acometer una reforma siguiendo las siguientes líneas de trabajo:

1.- Replantear la estructura orgánica y territorial. Se hace necesario dotar de personalidad jurídica y capacidad de obrar a las federaciones insulares y redefinir la estructura orgánica de la Federación de Lucha Canaria.

2.- Actualización de la normativa. Tanto los Estatutos como los diversos reglamentos necesitan una actualización urgente y una refundición, por razones técnico-jurídicas y para adaptarlos a la normativa emanada de las administraciones públicas en los últimos años y a la realidad actual de la Lucha Canaria. En el anexo 2 se inserta una propuesta de reforma parcial de los Estatutos de la Federación de Lucha Canaria, en lo que atañe a su parte orgánica y territorial.

3.- Por último, sería conveniente estudiar la posibilidad de crear un órgano nuevo que integre a todos los sectores de la Lucha Canaria para que, con plena autonomía, vele por la aplicación homogénea de las reglas de competición en el universo de nuestro deporte vernáculo por antonomasia. 
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ANEXO 1
ORDEN de 8 de Abril de 1985, por la que se resuelve el recurso de alzada interpuesto por D. Plácido Mejías Benítez contra el acuerdo de la Junta Electoral Central de la Federación de Lucha Canaria de 12 de Enero de 1985 (Boletín Oficial de Canarias de 3 de junio de 1985)
Visto el recurso de alzada interpuesto por D. Plácido Mejías Benítez, candidato a la Presidencia de la Federación de Lucha Canaria, contra el acuerdo de la Junta Electoral Central de dicha Federación, de 12 de Enero de l 985: 

RESULTANDO PRIMERO.- Que con fecha 1 de Diciembre de 1984 se celebraron elecciones a la Federación de Lucha Canaria, en las que resultó proclamada provisionalmente por la Junta Electoral Central de la misma como Junta de Gobierno, la candidatura encabezada por D. Plácido Mejías Benítez, por 3-5 votos frente a los 32 obtenidos por la otra candidatura encabezada por D. Juan Henríquez González. 

RESULTANDO SEGUNDO.- Que la Junta Electoral Central de dicha Federación adoptó acuerdo con fecha 8 de Diciembre de 1984, admitiendo a trámite el recurso de reposición presentado por D. Juan Henríquez González contra la proclamación provisional a que se refiere el resultando anterior. 

RESULTANDO TERCERO.- Que en el mismo acuerdo de la Junta Electoral Central de 8 de Diciembre de 1984 se efectuó la proclamación definitiva de las Juntas de Gobierno de las federaciones insulares, ratificando la proclamación provisional resultante de las elecciones celebradas el 1 de diciembre de 1984. 

RESULTANDO CUARTO.- Que a la Federación Insular de Tenerife Figuran adscritos treinta y nueve clubs (folio 28 del expediente remitido por la Junta Electoral Central . 

RESULTANDO QUINTO.- Que en la reunión de la Asamblea Insular de Tenerife de 5 de Septiembre de 1984 se eligieron sus representantes para la Asamblea General de la Federación, en las siguientes proporciones: 10 representantes por directivos y otros tantos por luchadores; 2 por árbitros y otros 2 por los entrenadores. 

RESULTANDO SEXTO.- Que en los folios 29 a 33 del expediente remitido por la Junta Electoral Central obra el censo electoral relativo a las elecciones a Junta de Gobierno regional aprobado por dicha Junta definitivamente el 28 de noviembre de 1984, y en el que constan los veinticuatro representantes de la Federación Insular de Tenerife a que se refiere el Resultando anterior de esta resolución, extremo corroborado por la propia Junta Electoral a esta Consejería, al folio 37 de la documentación complementaria remitida el 8 de febrero de 1985. 

RESULTANDO SEPTIMO.- Que al folio 24 del expediente remitido por la Junta Electoral Central obra certificación de la Federación Territorial Canaria de Luchas en la que se hace constar que «en la temporada 1983 al 31 de Mayo de 1984, han intervenido en competiciones oficiales los siguientes equipos: C.L. Esperanza; C.L. Motañeta; U. Montañas; C.L. Chijafe; C.L. Esperides; C.D. Las Toscas; D.L. Benchomo; C.L. San Antonio; U. Caridad; C. Aguila Negra; C.L.Atlante; C.L. Geneto; C.L. Pinoleris; Santa Cruz C.L.; D.D. Victoria; C.L. Ucanca; U. Punta Brava Dehesa; C.L. Rapido; C.L. Honduras; C.L. Brisas del Teide; C.L. España; C. Calvario; C. Teguise; C.L. Carboneras; C. Naranjo; U.S. Guamasa; U. Deportiva Tacuense; C.L. Tijarafe; C.L. Tegueste; C.U. Canteras; C. Rosario; C. Campitos; C.D. Rival; C.L.U. Taoro; U Ravelo; C.L. Arguama; Femenino Calvario; C. Chinbesque. 

RESULTANDO OCTAVO.- Que en la reunión de la Junta Electoral Central de 28 de noviembre de 1984 se acordó desestimar, entre otras, la impugnación al Censo electoral presentada por D. Juan Henríquez González, por considerar suficiente la prueba documental a que se refiere el resultado anterior de esta resolución (Folios 20 y 21 del expediente complementario remitido por la Junta Electoral Central con fecha 8 de Febrero de 1985). 

RESULTANDO NOVENO.- Que en la reunión de la Junta Electoral Central de 28 de Noviembre de 1984 se acordó, entre otros puntos, la << distribución de credenciales a interventores,....>> 

RESULTANDO DECIMO.- Que en la Mesa Electoral de La Laguna se presentaron dos personas manifestando ser interventores de D. Juan Henríquez González, pero sin exhibir la preceptiva credencial, por lo cual fue denegada su presencia en aquella, por parte de su Presidente, extremo que acreditan sin prueba en contrario los testimonios aportados por el recurrente, de quienes formaron la referida mesa electoral: Don Miguel Ángel Expósito Rojas, Don Vidal Martín Ramos, Don José Antonio Martín González, Don Juan José Santos Concepción y Don Juan Luis Fajardo Benasco. 

RESULTANDO DECIMOPRIMERO.- Que con fecha 12 de Enero de 1985 adopta acuerdo la Junta Electoral Central por el que estima el recurso presentado por D. Juan Henríquez González contra la proclamación provisional en los términos siguientes: 

«FALLAMOS» 

«Uno.- Que el número máximo de clubs posibles reconocer a Tenerife es de veintinueve por las actas de la asamblea insular y representación de luchadores que en ella se demuestra por tanto el número de representantes para la Asamblea Regional es de ocho luchadores, ocho directivos, dos árbitros y dos entrenadores haciendo un total de veinte representantes a la asamblea regional». 

«Dos.- Que la mesa de La Laguna es nula al no permitirle la entrada y estancia al interventor de la candidatura del Sr. Henríquez González al impedir esta actitud de control al que tiene derecho un candidato sobre el desarrollo de las votaciones, control de existencia de papeletas, recuento de votos y en suma ser notarios de la pureza de la elección». 

«Tres.- Al tener Tenerife sólo veinte representantes en la Asamblea Regional de acuerdo con el punto uno especificado en este fallo, no procede repetir elección en la mesa de La Laguna por que aunque todos los votantes emitieran su voto a favor de D. Cecilio Plácido Mejías el resultado sería de treinta y un votos a su favor como resultado final y treinta y dos para D. Juan S. Henríquez González». 

«Cuatro.- No entramos finalmente en el número de equipos o Clubs que reclama el Sr. Henríquez González, ya que en dicho caso el número de representantes de Tenerife se vería reducido todavía en mayor número». 

«Quinto.- Procede proclamar electo definitivamente a la Federación de Lucha Canaria a la candidatura encabezada por D. Juan Sebastián Henríquez González», 

RESULTANDO DECIMOSEGUNDO.- Que con fecha 14 de Enero de 1985 se presenta por D. Plácido Mejías Benítez, recurso de alzada ante esta Consejería, contra el acuerdo de la Junta Electoral Central de 12 de Enero, interesando su anulación. 

RESULTANDO DECIMO TERCERO.- Que con fecha 15 de Enero, esta Consejería dicta resolución admitiendo a trámite el recurso de alzada indicado, suspendiendo el acuerdo impugnado, y requiriendo a la Junta Electoral Central a fin de que remitiera el expediente en que recayó dicho acuerdo. 

RESULTANDO DECIMOCUARTO.- Que por la Junta Electoral Central se remite el expediente con fecha 19 de Enero de 1985. 

RESULTANDO DECIMOQUINTO.- Que con fecha 23 de Enero se dicta nueva resolución acordando se requiera a la repetida Junta Electoral Central, a fin de que remita a esta Consejería todo el archivo documental que obra en su poder. 

RESULTANDO DECIMOSEXTO.- Que en cumplimiento de dicha resolución, se requiere a la Junta, mediante oficios de 25 de Enero a 1 de Febrero, cumplimentados por la Junta Electoral Central los días 8 y 11 de este último mes, con sendas remesas de documentación. 

RESULTANDO DECIMOSEPTIMO.- Que con fecha 13 de Febrero de 1985 se dicta resolución concediendo a los interesados un plazo de diez días para examinar el expediente y aducir cuantas alegaciones consideraran oportunas, lo que verificaron con el resultado que consta en el mismo. 

RESULTANDO DECIMO OCTAVO.- Que por resolución de 22 de febrero se acordó dar traslado a D. Juan Henríquez González de la documentación y escrito que contenía el recurso de alzada que dio origen el presente expediente, lo que se verificó el 13 de Febrero de 1985. 

CONSIDERANDO PRIMERO.- Que las Federaciones deportivas son órganos mixtos, entre lo que es una asociación particular para la defensa de los intereses de quienes la integran, y lo que constituye un agente o delegado de la Administración, que ejerce una serie de competencias propias de la misma, y que por tanto, está al servicio de un interés general: así acontece singularmente con la regulación de las competiciones oficiales, la formación de cuadros técnicos y la aplicación del régimen de disciplina deportiva que, por razones de eficacia en la gestión, ha venido delegando tradicionalmente la Administración en las Federaciones. 

CONSIDERANDO SEGUNDO.- Que en virtud del articulo 29-15 del Estatuto de Autonomía de Canarias y el Real Decreto 2798/82, de 12 de Agosto, la Administración titular de las mencionadas competencias es el Gobierno de Canarias, toda vez que estamos ante una Federación Deportiva, la Federación de Lucha Canaria, cuyo ámbito de actuación no excede del territorio de esta Comunidad Autónoma. 

CONSIDERANDO TERCERO.- Que dentro de la Administración Autonómica, las competencias sobre deporte figuran asignadas a la Consejería de Cultura y Deportes, por Decreto Territorial 73/84, de 10 de Febrero. 

CONSIDERANDO CUARTO.- Que nos encontramos en un proceso general de reordenación del deporte autóctono de la Lucha cuyos hitos fundamentales, hasta la fecha ha sido los siguientes: 

a) Asunción por la Comunidad Autónoma de Canarias de la competencias que antes detentaba el Estado sobre el deporte en el ámbito territorial del Archipiélago en base al articulo 29.15 del Estatuto de Autonomía. Por este precepto se otorgan a la Comunidad competencias exclusivas (legislativa, reglamentaria y ejecutiva) en materia de deporte. 

b) La aprobación de la normativa básica reguladora de una futura Federación de Lucha Canarias por Decreto del Gobierno de Canarias 433/1983 de 2 de Diciembre. 

c) Instauración del Registro de Clubs, Agrupaciones y Federaciones Deportivas de la Comunidad Autónoma de Canarias por Orden de 9 de Junio de 1984. 

d) Resolución de 13 de Julio de 1984 de la Dirección General de Deportes de la Consejería de Cultura y Deportes por la que se aprueban los estatutos, se reconoce y se ordena la inscripción en el Registro de CIubs, Agrupaciones y Federaciones Deportivas de la Comunidad Autónoma de Canarias, de la Federación de Lucha Canaria. 

Celebración de elecciones a la Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria y a las Juntas de Gobierno de las Federaciones lnsulares, el día 1 de Diciembre de 1984. 

CONSIDERANDO QUINTO.- Que en consecuencia con lo establecido en el considerando anterior, corresponde a la Consejería de Cultura y Deportes dar cumplimiento al mandato contenido en la disposición final primera del Decreto Territorial 433/83, de 2 de Diciembre, por el que se regula la Federación de Lucha Canaria, en orden a culminar el proceso de constitución de dicha Federación. 

CONSIDERANDO SEXTO.- Que el acuerdo impugnado constituye un acto administrativo, toda vez que cumple el doble requisito de estar regido por el Derecho Administrativo, los Estatutos de la Federación de Lucha Canaria, aprobados por resolución de la Dirección General de Deportes de 13 de Julio de 1984, y emanar de un órgano de la Administración, en este caso un delegado de la misma, la Federación de Lucha Canaria, que, con dicho acuerdo, realiza el nombramiento formal de los titulares del órgano federativo -Junta de Gobierno- que tendrá asignadas las competencias delegadas por la Consejería de Cultura y Deportes en la Federación. 

CONSIDERANDO SEPTIMO.- Que al tratarse de un acto administrativo, el acuerdo de la Junta Electoral Central de 12 de enero de 1985 es revisable en la vía administrativa, conforme a la Ley de Procedimiento Administrativo. 

CONSIDERANDO OCTAVO.- Que la competencia de esta Consejería para resolver el recurso interpuesto viene recogida en las NORMAS ELECTORALES aprobadas por la Junta Electoral Central, concretamente en su articulo 4-5-q, según el cual << los acuerdos de la Junta Electoral Central serán recurribles ante el organismo deportivo de superior rango>>; lo que constituye una sumisión expresa de la Federación de Lucha Canarias a las decisiones que adopte esta Consejería en materia electoral. 

CONSIDERANDO NOVENO.- Que el recurrente D. Placido Mejías Benítez ostenta legitimación para interponer recurso en base a su condición de interesado directo y legitimo en el asunto (artículos 23 a) y 113.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo). 

CONSIDERANDO DECIMO.- Que deducido recurso de alzada contra el acuerdo de la Junta Electoral Central de la Federación de Lucha Canarias, de 12 de Enero de 1985, por el que se revoca la proclamación provisional de la Junta de Gobierno, efectúa en las elecciones de 1 de Diciembre de 1984, compete a la Consejería de Cultura y Deportes del Gobierno de Canarias examinar la legalidad del acuerdo impugnado. 

CONSIDERANDO DECIMOPRIMERO.- Que la estimación del recurso de reposición interpuesto por D. Juan Henríquez González contra la proclamación provisional de la Junta de Gobierno de la Federación lo basa la Junta Electoral Central, en síntesis, en dos motivos: 

a) Irregularidades en las votaciones efectuadas en la mesa electoral de La Laguna. 

b) Irregularidades en el Censo Electoral, por figurar incluidos indebidamente determinados clubs. 

CONSIDERANDO DECIMOSEGUNDO.- Que por lo que respecta al primer motivo invocado en el acuerdo impugnado, debe indicarse que en la reunión de la Junta Electoral Central de 28 de Noviembre de 1984 se precedió a la distribución de todas y cada una de las credenciales de los interventores. Así lo acredita el texto del acta de dicha fecha, transcrito en lo pertinente en el resultado 8 de esta resolución, y lo confirma la credencial expedida al interventor de D. Placido Mejías Benítez, D. Juan Luis Fajardo, el 28 de Noviembre de 1984, en Las Palmas de Gran Canarias y con firma de los Sres. Presidente y Secretario de la Junta Electoral Central (Folio 6 documentación del recurso); hecho que, por otra parte, desvirtúa por completo la alegación formulada por el Presidente de la Junta Electoral Central, en su escrito de 7 de Marzo, en el sentido de que debía << entregar las credenciales en cada isla en el miembro correspondiente a la Junta Electoral Central>> (apartado 4). 

CONSIDERANDO DECIMOTERCERO.- Que en base a lo expuesto en el considerando anterior, ha de estimarse adecuada a Derecho la negativa del Presidente de la Mesa Electoral de La Laguna, en cuanto a la presencia de determinadas personas que dijeron ser interventores del candidato Juan Henríquez González, pero sin acreditarlo, debiéndose tener en cuenta, por otra parte, que dicho Presidente no sólo no estaba obligado a extender las correspondientes credenciales, como se dice en el resultando 6 del acuerdo impugnado sin apoyatura en ningún acuerdo previo de la Junta Electoral Central, sino que estaba impedido legalmente para tal cometido, ya que la expedición de credenciales a 'interventores es competencia exclusiva de la Junta Electoral Central, como órgano colegiado, según el artículo 12.4 de las Normas Electorales aprobadas por la misma, en que se dispone que: «cada candidatura contendiente podrá nombrar un Interventor en cada Mesa Electoral, debidamente acreditado por la Junta Electoral Central»; norma no modificada por la propia Junta Electoral con anterioridad a las elecciones, según se desprende de las Actas de sus reuniones, remitidas el 8 de Febrero de 1985. 

CONSIDERANDO DECIMOCUARTO.- Que por lo que respecta al segundo motivo en que se apoya el acuerdo impugnado, las supuestas irregularidades en el Censo Electoral, ha de examinarse, con carácter previo, la cuestión de si la Junta Electoral Central ostenta competencia para modificar dicho censo una vez celebradas las elecciones. La solución de este interrogante ha de ser necesariamente negativa, en base a los siguientes razonamientos: 

1.- Porque tal posibilidad iría contra los más elementales principios de seguridad jurídica. Decidir después de las elecciones quienes tienen la condición de electores privaría de todo sentido al sistema electoral y convertiría en antidemocrática a la Federación de Lucha Canaria. Ningún ciudadano acudiría a unas elecciones a sabiendas de que podría ser excluido del censo una vez efectuado el voto. 

A este principio obedece precisamente la configuración del Censo Electoral como «cuestión previa» para la Junta Electoral Central, a la que estaba vedado su conocimiento y resolución después de las elecciones. Así lo acordó la propia Junta en su reunión del 6 de Octubre de 1984, estableciendo que «finaliza el plazo para reclamaciones sobre inclusión en el censo el 26 de Noviembre». Procede señalar al respecto que en la reunión de la Junta Electoral Central de 28 de Noviembre de 1984 se resolvieron cuantas impugnaciones se formularon, y que contra las resoluciones de estas impugnaciones no cabía ulterior recurso, conforme al artículo 4-5-i) de las Normas Electorales. 

2.- Porque examinada la cuestión desde el punto de vista jurídico privado, el acuerdo revocatorio del censo electoral adoptado por la Junta Electoral Central infringe la doctrina de los actos propios, proclamada en constante jurisprudencia. La Junta Electoral contradice, con su cuerdo de 12 de Enero de 1985, su propio acuerdo de 28 de Noviembre de 1984, en el que se desestimó cuantas impugnaciones se formularon sobre el censo y entre las que se encontraba una del candidato Juan Henríquez González, que fue rechazada expresamente por dicha Junta en base a considerar «suficiente» la certificación expedida por la Federación Territorial Canaria de Luchas, transcrita en el resultando 7 de esta resolución. 

3.- Por último, considerando el tema en su vertiente jurídico-pública, la revocación del censo después de las elecciones es contraria a Derecho, toda vez que modificar un acto administrativo anterior declarativo de derechos subjetivos -la aprobación del censo electoral- requiere la previa declaración de lesividad y el cumplimiento de los demás requisitos que establece el artículo 1 10 de la Ley de Procedimiento Administrativo, no observados en esté caso por la Junta Electoral Central. 

CONSIDERANDO DECIMOQUINTO.- Que aún en el hipotético caso de que la Junta Electoral Central tuviera competencia para revisar el censo después de celebradas las elecciones, los motivos empleados por dicha Junta para operar en tal sentido obedecen a la no aplicación del principio de jerarquía normativa y a una errónea interpretación de los Estatutos Federativos y de las Normas Electorales aprobadas por la propia Junta. En este orden de cosas, es preciso dilucidar, en primer término, quienes tenían la consideración de electores en las elecciones a la Junta de Gobierno regional de la Federación. Según el artículo 44 de los Estatutos federativos «las personas naturales y jurídicas con derecho a voto en las elecciones para la Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria son los componentes de la Asamblea General de la Federación de Lucha Canaria excepto los miembros de la Junta de Gobierno saliente». En el artículo 10 de los propios Estatutos se establece quienes integran dicha Asamblea, además de la Junta de Gobierno y un representante por cada Junta de Gobierno Insular, como sigue: 

«3) DIRECTIVOS DE CLUBS: ... el 25% de los Clubs de cada Federación Insular». 

«4) LUCHADORES: ... «estarán representados por el mismo número de personas que determina el apartado anterior». 

...» 

...» 

CONSIDERANDO DECIMOSEXTO.- Que de acuerdo con lo dispuesto anteriormente, basta la pertenencia de un club a una Federación Insular para poder ser computado a los efectos de elección de representantes de directivos y luchadores ante la Asamblea General, de donde resultan contrarios a los Estatutos y por tanto nulos, los apartados a) y b) del artículo 3.1 de las Normas Electorales aprobadas por la Junta Electoral Central, en los que se exige a los Directivos v luchadores que representen a Clubs «en activo en competiciones oficiales con anterioridad al 31 de Mayo de 1984». Al exigir la Junta Electoral Central un requisito no contemplado en los Estatutos, vulnera una norma de rango superior y se excede en sus competencias normativas, que según el artículo 48 de los Estatutos se limitan a la elaboración de las «normas reglamentarias precisas para el correcto desarrollo de las elecciones. Es de destacar en este sentido dos puntualizaciones mas: 

1.- Que los apartados a) y b) del artículo citado, al constituir una modificación de los Estatutos debían haber sido aprobados por todas y cada una de las Asambleas Insulares y ratificados por la Dirección General de Deportes. 

2.- Que en el resultando 4 de la Resolución del Director General de Deportes de 13 de Julio de 1984, por la que se aprobaron los Estatutos de la Federación de Lucha Canaria, se recoge una modificación estatutaria propuesta por la Asamblea Insular de Tenerife, según la cual « ... los clubs para tener derecho a voto han de... demostrar haber competido en el año 1983»; modificación no aprobada en dicha resolución y por tanto no incorporada a los Estatutos, por no constar su aceptación-aprobación por las restantes Asambleas Insulares (considerando 5 de la misma resolución). 

CONSIDERANDO DECIMOSEPTIMO.- Que resulta inadmisible en Derecho el Considerando Uno del acuerdo recurrido, en el sentido de que cierto convenio celebrado por destacadas personalidades de la Lucha Canaria, ante la presencia -como observadores- de representantes de la Dirección General de Deportes, en Santa Cruz de Tenerife, el 20 de Julio de 1984, es vinculante para la Junta Electoral Central «por la representación que ostentan los acordantes sin modificación posterior». 

En este convenio, cuya acta obra el folio 27, se recogen, entre otros extremos, dos apartados relativos al censo electoral: uno, que contiene el mismo texto del artículo 3. 1.a) de las Normas Electorales, es decir, el requisito adicional de tratarse de club en activo en las temporadas 83 y 84, y otro, en el que se dice que en el caso de «Ios clubs que no tengan luchadores en la actualidad, no se computará el número de directivos a efectos de la Asamblea Regional ... » El que estos actos resulten vinculantes para la Junta Electoral Central no se sostiene jurídicamente: 

a) En primer lugar, porque los pactos que se contienen en el referido convenio no figuran incorporados a los Estatutos de la Federación, publicados en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma de Canarias de 1 de Agosto de 1984. 

b) En último lugar, porque en todo caso, dicho convenio se inscribe dentro de las normales reuniones que tienen los intervinientes en cualquier proceso electoral, para uniformar criterios en orden a un desarrollo del mismo, presidido por los principios de honestidad y lealtad, sin que pueda atribuírseles, en ningún caso, carácter normativo o vinculante para terceros. 

CONSIDERANDO DECIMOCTAVO.- Que en base a lo expuesto, una vez acreditada la adscripción de 39 clubs a la Federación Insular de Tenerife, la elección de 10 representantes por directivos y otros tantos por luchadores por parte de la Asamblea Insular de dicha isla para integrar la Asamblea General, ha de estimarse correcta, ya que dichas cifras constituyen el porcentaje de los clubs (25%) establecido en el artículo 10 de los Estatutos federativos. De donde resulta que el censo electoral fue aprobado correctamente por la Junta Electoral el 28 de Noviembre de 1984, al adjudicar 24 representantes a la isla de Tenerife. 

CONSIDERANDO DECIMONOVENO.- Que en el improbable caso de que no adolecieran de nulidad los apartados a y b del artículo 3.1 de las Normas Electorales, la interpretación que de ellos hace la Junta Electoral Central en este acuerdo de 1 de Enero de 1985 es absolutamente errónea, ya que la única finalidad de esos preceptos es evitar un incremento irreal del censo electoral inmediatamente antes de las elecciones con el fin de predeterminar un resultado y no, como interpreta la Junta Electoral Central, el que dichos preceptos exijan participar en competiciones oficiales, con carácter ininterrumpido, en los años 1983 y 1984 (hasta el 31 de Mayo de 1984). La exclusión del censo que hace la Junta Electoral Central de determinados clubs en base a este motivo, es pues, contraria a Derecho. 

Es más, las declaraciones juradas invocadas en el resultando 4 del acuerdo recurrido, además de no constituir suficiente prueba contradictoria de la certificación transcrita en el resultando 7 de esta resolución (artículo 1248 del Código Civil), merecen las siguientes observaciones: 

1.- Que fueron presentadas como prueba ante la Junta Electoral Central con posterioridad a la celebración de las elecciones, por tanto fuera de plazo, vencido el 26 de Noviembre de 1984. 

2.- Que hacen referencia a una supuesta inactividad de los clubs Rosario, Carmen, Rápido, Naranjo, Montaneta, Aguila Negra, Chijafe, Carboneras, España, Naranjeros, Pinoleris, Furia y Las Toscas, sólo y exclusivamente en 1984, de donde cabe deducir que, según los declarantes, si estuvieron en activo en 1983; luego tales clubs intervinieron «en competiciones oficiales con anterioridad al 31 de Mayo de 1984» (artículo 3. 1.a de las Normas Electorales). 

Que los clubs Carmen y Furia no figuran adscritos a la Federación Insular de Tenerife, (folio 28° del expediente electoral) por lo que resulta improcedente su mención en el acuerdo impugnado. 

CONSIDERANDO VIGESIMO.- Que aún en el supuesto de que la interpretación dada a los referidos preceptos por la Junta Electoral Central, fuera correcta, la exclusión de los clubs resulta asimismo improcedente, toda vez que los clubs a los que la Junta Central se refiere, intervinieron en competiciones oficiales en 1983 y 1984, según la certificación expedida por la Federación Territorial Canaria de Luchas a que se refiere el resultando 7 de esta resolución; debiéndose tener en cuenta, por otro lado, que sólo a través de dicha Federación, podían organizarse, en dicho periodo, competiciones oficiales dentro del territorio de esta Comunidad Autónoma. 

CONSIDERANDO VIGESIMOPRIMERO.- Que tampoco es admisible en Derecho la inconcreción que padece el acuerdo impugnado, en cuanto a cuales son los clubs excluidos o cuales son los que en definitiva deben ser computados. Al expresarse en el apartado 1 del Fallo que «el máximo de clubs posibles reconocer a Tenerife es de veintinueve», sin más, se contraviene lo dispuesto en el artículo 40.2 de la Ley de Procedimiento Administrativo. 

CONSIDERANDO VIGESIMOSEGUNDO.- Que con arreglo al artículo 119 de la Ley de Procedimiento Administrativo, el órgano competente para la resolución del recurso debe resolver cuantas cuestiones plantee el expediente, hayan sido o no aducidas por los interesados, lo que justifica la competencia de esta Consejería para, en sustitución de la Junta Electoral Central, elevar a definitiva la proclamación provisional efectuada por la misma. 

CONSIDERANDO VIGESIMOTERCERO.- Que por cuanto antecede, debe estimarse el recurso de alzada interpuesto por D. Plácido Mejías Benítez contra el acuerdo de la Junta Electoral Central de 12 de Enero de 1985, anulando el mismo y elevando a definitiva la proclamación provisional efectuada por dicha Junta a favor de la candidatura encabezada por el recurrente, como Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria. 

Vistos los preceptos y disposiciones citados y los demás de general aplicación, esta Consejería: 

ACUERDA 

Primero.- Estimar el recurso de alzada interpuesto por D. Plácido Mejías Benítez con fecha 14 de Enero de 1985, contra el acuerdo de la Junta Electoral Central de la Federación de Lucha Canaria de 12 de Enero de 1985. 

Segundo.- Anular el referido acuerdo de la Junta Electoral Central de 12 de Enero de 1985. 

Tercero.- Elevar a definitiva la proclamación provisional efectuada por la Junta Electoral Central, a favor de la candidatura encabezada por D. Plácido Mejías Benítez para la Junta de Gobierno de la Federación, en las elecciones celebradas el 1 de Diciembre de 1984. 

Notifíquese la presente resolución a los interesados y publíquese en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma de Canarias, haciendo saber a aquellos que contra la misma cabe recurso contencioso - administrativo, en el plazo de dos meses, a partir de su notificación, ante la Sala de lo Contencioso - Administrativo de la Audiencia Territorial de Las Palmas de Gran Canaria. 

Las Palmas de Gran Canaria, a 8 de Abril de 1985. EL CONSEJERO DE CULTURA Y DEPORTES, Alfredo Herrara Piqué.
ANEXO 2

PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DE LA PARTE ORGANICA Y TERRITORIAL DE LOS ESTATUTOS DE LA FEDERACIÓN DE LUCHA CANARIA

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 1º.- La Federación de Lucha Canaria es una entidad deportiva sin ánimo de lucro, que reúne a clubes, deportistas, entrenadores y árbitros dedicados a la práctica y promoción de la Lucha Canaria dentro del territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias. Goza de personalidad jurídica y de plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines y se constituye de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 433/1983, de 2 de diciembre.

Artículo 2º.- La Federación de Lucha Canaria, además de sus funciones propias en el ámbito interno, ejercerá, por atribución expresa de la Ley Canaria del Deporte (ley 8/1997, de 9 de julio, BOC núm. 92 de 18 de julio de 1997) y bajo la tutela de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, las siguientes funciones públicas de carácter administrativo, actuando, en este caso, como agente colaborador de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias: 

a) Calificar y organizar o tutelar, en su caso, las actividades y competiciones deportivas oficiales cuyo ámbito no exceda del territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias. 

b) Promover y ordenar su modalidad deportiva en todo el territorio de la Comunidad Autónoma de Canarias. 

c) Diseñar, elaborar y ejecutar los planes de preparación de los deportistas de alto nivel en su respectiva modalidad deportiva, de acuerdo con el desarrollo normativo correspondiente. 

d) Colaborar con la Administración deportiva de la Comunidad Autónoma en la formación de técnicos deportivos, y en la prevención, control y represión del uso de sustancias y grupos farmacológicos prohibidos y métodos no reglamentarios en el deporte. 

e) Ejercer la potestad disciplinaria en los términos establecidos en la Ley Canaria del Deporte y sus disposiciones de desarrollo. 

f) Colaborar en el control de las subvenciones y ayudas que se asignen a sus asociados en los términos establecidos en las disposiciones de desarrollo de la citada ley. 

g) Ejecutar, en su caso, las resoluciones de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias, el Comité Canario de Disciplina Deportiva y la Junta Canaria de Garantías Electorales del Deporte. 

h) Colaborar con las Administraciones públicas en la organización de las actividades y competiciones del deporte en edad escolar. 

i) Establecer y aplicar el régimen para la elección de sus órganos de gobierno y representación. 

Artículo 3º.- 1.- La Federación de Lucha Canaria se estructura territorialmente en las Federaciones Insulares de Tenerife, Gran Canaria, Lanzarote, La Palma, Fuerteventura y El Hierro, dotadas de personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar. 

La personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar les facultará, en el ámbito de su respectiva isla, para lo siguiente: 

- Celebrar contratos y convenios de carácter civil, laboral y administrativo.

- Aceptar y contestar notificaciones y requerimientos notariales. 

- Arrendar y traspasar bienes muebles e inmuebles de acuerdo a la legalidad vigente. 

- Ejercer acciones legales ante cualesquiera juzgados y tribunales y realizar cualesquiera actos ante las administraciones públicas. 

- Operar con Cajas de Ahorros, Cajas Oficiales y Bancos, para pagar y cobrar cantidades y hacer efectivos libramientos y cuanto la legislación y prácticas bancarias permitan. 

- Aceptar y otorgar subvenciones y donaciones de toda clase. 

- Las demás facultades inherentes a las personas jurídicas. 

Artículo 4º.- La sede de la Federación de Lucha Canaria se fija dentro del territorio de la Comunidad Autónoma, en la isla de residencia de su Presidente. La sede de las federaciones insulares radicará en la capital de la isla correspondiente.

Artículo 5º.- En el ámbito internacional, la Federación de Lucha Canaria se adscribirá o vinculará a los Organismos y Organizaciones correspondientes, de acuerdo con las normas que éstas establezcan al respecto. 

Artículo 6º.- La Federación de Lucha Canaria se regirá por sus estatutos y reglamentos aprobados por su Asamblea General, que deberán ser vez aprobados definitivamente por la Dirección General de Deportes del Gobierno de Canarias. Unos y otros serán publicados en la página web oficial de la Federación de Lucha Canaria. Supletoriamente se regirá por la normativa de la Comunidad Autónoma de Canarias y, en su defecto, por la del Estado. 

TÍTULO II 

ÓRGANOS DE REPRESENTACIÓN, GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN 

Artículo 7º.- 1.- La Federación de Lucha Canaria tendrá como órganos superiores: 

a) La Asamblea General. 

b) La Junta de Gobierno, que podrá actuar en Pleno o Comisión Permanente. 

c) El Presidente.

2.- Las Federaciones Insulares tendrán Asamblea General Insular, Junta de Gobierno y Presidente. 

Artículo 8º.- La Asamblea General de la Federación de Lucha Canaria es el órgano supremo de la Federación de Lucha Canaria y es competente para conocer de todos los asuntos que conciernen a la Lucha Canaria, sin limitación alguna, previa su inclusión en el Orden del Día. 

La Asamblea General tendrá las siguientes competencias: 

a) Aprobar y modificar en primera instancia los Estatutos y Reglamentos de la Federación de Lucha Canaria y presentarlos para su aprobación definitiva a la Dirección General de Deportes del Gobierno de Canarias. Unos y otros se publicarán en la página web de la Federación.

b) Elegir y separar a los miembros de la Junta de Gobierno de conformidad con lo que se dispone en estos Estatutos y en el Reglamento Electoral de la Federación. 

c) Aprobar el calendario deportivo de las actividades de la Federación de Lucha Canaria, estableciendo el plan general de actuación. 

d) Aprobar y modificar, en su caso, el Presupuesto General previamente presentado por la Junta de Gobierno. 

e) Aprobar el balance y estado de cuentas anual presentado por la Junta de Gobierno, así como la correspondiente memoria anual. 

f) Crear nuevas Federaciones o Delegaciones en otros ámbitos territoriales, si fuese necesario, de acuerdo con los intereses de la Lucha Canaria. 

g) Aprobar la enajenación y gravamen de bienes inmuebles propios, establecer conciertos de préstamos, emisión de títulos transmisibles de deuda o parte alícuota patrimonial. 

h) Elegir representantes ante los organismos nacionales e internacionales. 

i) Ejercer como órgano de alta inspección de la Junta de Gobierno y demás órganos federativos y federaciones insulares. 

j) Crear cuantos comités considere necesarios, aprobar su estructura y competencias, elegir a sus miembros, además de los establecidos en el presente estatuto. 

Artículo 9º.- 1. La Asamblea General será convocada con carácter ordinario una vez al año por el Presidente de la Federación de Lucha Canaria, previo acuerdo de la Junta de Gobierno o a petición de la cuarta parte de los miembros de la Asamblea o a petición de al menos tres Presidentes de Federaciones Insulares o a petición de los dos Presidentes con mayor número de licencias de luchadores, previo acuerdo de sus respectivas asambleas. 

2. La Asamblea General se reunirá con carácter ordinario: 

a) Para la aprobación de la Memoria. 

b) Para la rendición de cuentas. 

c) Para la aprobación del Proyecto de Presupuestos. 

d) Para la aprobación de los planes generales de actuación de la Federación. 

4. Se celebrará la Asamblea General Extraordinaria para las demás cuestiones, entre ellas:

a) Para la aprobación y modificación de los estatutos y reglamentos. 

b) Para la enajenación y gravamen de bienes patrimoniales propios. 

c) Para el concierto de préstamos y emisión de títulos transmisibles representativos de deuda o parte alícuota patrimonial. 

d) Ratificar, en su caso, los nuevos miembros propuestos por la Junta de Gobierno en períodos no electorales. 

e) Para la elección de representantes en organismos nacionales e internacionales. 

f) Para debatir y aprobar en su caso la moción de censura a la Junta de Gobierno o alguno de sus miembros. 

Artículo 10º.- 1. La Asamblea General estará integrada por los siguientes miembros: 

“...” 

2. La elección de la Asamblea General se efectuará de acuerdo con lo que disponga el Reglamento Electoral. 

Artículo 11º.- La Asamblea General, convocatoria y reglamentación. 

1º) La Asamblea General será convocada mediante notificación personal a los miembros de la Asamblea, con una antelación de treinta días naturales y con el correspondiente Orden del Día. También se efectuará la comunicación pública en los tablones de anuncios y en la página web de la Federación.

2º) Las propuestas o mociones que el 10% de entre los miembros de la Asamblea General pretendan introducir en el Orden del Día deberán tener entrada en la Federación de Lucha Canaria con una antelación de al menos quince días naturales a la celebración de la correspondiente Asamblea. 

3º) Los plazos establecidos afectan tanto a la convocatoria de Asambleas Ordinarias como Extraordinarias. 

4º) Los acuerdos en Asamblea General Ordinaria se adoptarán por mayoría de sus miembros asistentes. 

5º) Los acuerdos en Asamblea General Extraordinaria se adoptarán por las mayorías establecidas en el apartado 7 de este artículo. 

6º) Para que una Asamblea Ordinaria esté válidamente constituida será necesaria la asistencia en primera convocatoria de la mayoría de sus miembros. En segunda convocatoria, a celebrar una hora después de la señalada en la primera, será necesaria la asistencia de una cuarta parte de sus miembros y en tercera y última convocatoria, transcurridos treinta minutos de la segunda, cualquiera que sea el número de los miembros presentes. 

7º) Para que una Asamblea Extraordinaria esté válidamente constituida en primera convocatoria, será necesaria la asistencia de las dos terceras partes de sus miembros y sus acuerdos serán aprobados por las dos terceras partes de los miembros asistentes. En segunda convocatoria, que se celebrará una hora después, será necesaria la asistencia de un 40% de sus miembros, en cuyo caso los acuerdos deben ser aprobados por el 80% de los miembros asistentes. 

8º) Las cuestiones que se susciten en relación con la convocatoria o constitución de la Asamblea General serán impugnables ante la Jurisdicción Ordinaria. Los acuerdos que adopte la Asamblea General en el marco de las funciones públicas serán impugnables ante el órgano competente de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.

9º) En caso de empate en las votaciones asamblearias, y una vez reiterado éste en una segunda votación, el Presidente de la Federación podrá ejercer el voto de calidad o decisorio. 

Artículo 12º.- 1. La Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria estará compuesta por un presidente, dos vicepresidentes, un tesorero y hasta un máximo de seis vocales, que serán elegidos por medio de lista cerrada, a la que se incorporan en calidad de vocales natos los presidentes de cada una de las Juntas de Gobierno Insulares, quienes podrán delegar en un directivo de su propia Junta de Gobierno. 

2. La Junta de Gobierno estará asistida por un Secretario General, que no requerirá ser directivo y que asistirá con voz y sin voto a los órganos colegiados. Si no recae en un directivo, el cargo podrá ser retribuido.

3. Para constituirse válidamente la Junta de Gobierno es necesaria la presencia de la mitad más uno de sus miembros. 

4. La Junta de Gobierno designará, entre sus miembros, una Comisión Permanente compuesta al menos por el Presidente, un Vicepresidente, el Tesorero y un vocal. 

5. La Comisión Permanente tendrá como funciones resolver los asuntos que requieran decisión urgente, sin limitación de clase alguna, de los que el Presidente dará cuenta a la Junta de Gobierno en la siguiente reunión para su ratificación o revocación. Es necesaria la presencia de la mitad más uno de los miembros para constituirse válidamente y sus acuerdos se adoptarán con el voto de las dos terceras partes. 

6. El régimen de funcionamiento de la Junta de Gobierno y de la Comisión Permanente será el previsto en los estatutos y reglamentos de la Federación. Supletoriamente se regirán por las normas contenidas en el Título II de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, para los órganos colegiados, y normas de desarrollo. 

7. La elección de la Junta de Gobierno se efectuará por sufragio universal de acuerdo con lo que disponga el Reglamento Electoral. 

Artículo 13º.- 1.- Corresponde a la Junta de Gobierno la gestión y administración de la Federación y la ejecución de los acuerdos de la Asamblea General. 

2.- Los acuerdos de la Junta de Gobierno serán adoptados por mayoría miembros presentes. Esos acuerdos, y su grado de cumplimiento, podrán ser revisados por la Asamblea General. 

3.- La Junta de Gobierno se reunirá con carácter ordinario cuatrimestralmente y con carácter extraordinario cuando sea convocada por el Presidente, a iniciativa propia o a petición de la cuarta parte de sus miembros. 

Artículo 14º.- Todos los cargos podrán ser reelegidos, excepto el de Presidente que sólo podrá serlo una vez. 

Los miembros de la Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria no podrán ostentar simultáneamente cargo directivo alguno en entidades o clubes deportivos cuyo fin primordial sea la práctica o promoción del deporte de la Lucha Canaria o la fabricación, comercialización, distribución o publicidad de productos relacionados con este deporte. 

Tampoco podrán desempeñar cargos en la Junta de Gobierno de la Federación aquellas personas que obtengan provecho material personal, derivado de actividades económicas, comerciales, industriales o profesionales relacionadas con este deporte. 

Artículo 15º.- 1.- Para ser Presidente de la Federación de Lucha Canaria se exigirán los siguientes requisitos: 

- Ser mayor de edad y estar en pleno uso de los derechos civiles.

- Tener la condición política de canario. 

- No haber sido condenado por sentencia judicial firme a la pena principal o accesoria de privación del derecho de sufragio o que lleve aneja la de inhabilitación absoluta o especial para el desempeño de cargo público durante el tiempo de su cumplimiento. 

- No estar afecto por sanción disciplinaria deportiva de inhabilitación o suspensión para cargos en la organización deportiva. 

- No haber sido declarado incapaz en virtud de sentencia judicial firme, siempre que la misma declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio. 

2.- Para los restantes miembros de la Junta de Gobierno se exigirán los mismos requisitos del apartado anterior, salvo el ser residente en Canarias. 

Artículo 16º.- 1. La Junta de Gobierno cesará en pleno por alguna de las siguientes causas: 

a) Por cumplimiento del plazo para el que fue elegida. 

b) Por dimisión o cese de más del 30% de sus miembros electivos. 

c) Por moción de censura acordada por la Asamblea General. 

d) Por dimisión o cese del Presidente. 

e) Por las demás causas que determinen las Leyes. 

2. Producido el cese de la Junta de Gobierno, deberá procederse por su presidente a convocar nuevas elecciones a dicho órgano. La Junta de Gobierno saliente permanecerá “en funciones” hasta la toma de posesión de la nueva Junta. Si fuere imposible la continuidad de la Junta de Gobierno, se designará una Comisión Gestora por parte de la Asamblea General, que se ocupará del despacho ordinario de los asuntos federativos hasta que concluya el proceso electoral. 

Artículo 17º.- Será competencia de la Junta de Gobierno: 

a) Ejecutar los acuerdos de la Asamblea General. 

b) Redactar los calendarios deportivos y someterlos a la Asamblea General. Las Federaciones Insulares podrán presentar a través de la Junta de Gobierno de la Federación de Lucha Canaria, planes especiales para su isla, que deberán ser aprobados por la Asamblea General. 

c) Conceder y otorgar distinciones y recompensas. 

d) Redactar las normas y reglamentos de la Federación de Lucha Canaria y someterlos a la aprobación de la Asamblea. 

e) Resolver las diferencias que puedan surgir entre las Federaciones Insulares o sus Delegaciones, o entre éstas y las entidades, sociedades, clubes, terreros o recintos en que se practique la Lucha Canaria, siempre que la materia no sea competencia de los órganos disciplinarios o jurisdiccionales. 

f) Ejecutar las sanciones disciplinarias impuestas por los órganos disciplinarios y por Comité Canario de Disciplina Deportiva, de conformidad con los estatutos y el correspondiente Reglamento. 

g) Comunicar a la Dirección General de Deportes del Gobierno de Canarias los nombramientos y ceses de cualquier miembro de los órganos de gobierno de la Federación de Lucha Canaria. 

h) Proponer a la Asamblea General las personas que hayan de representar a la Federación de Lucha Canaria en los organismos correspondientes. 

i) Constituir y disolver cuantos órganos, secciones o comisiones técnicas considere que sean o no precisos para el mejor cumplimiento de sus fines. 

j) Nombrar comisiones gestoras en aquellas Federaciones Insulares en los casos de dimisión o cese del Presidente o de miembros de la Junta de Gobierno Insular que superen el 50% de los miembros electivos de la misma. 

k) Convocar, por razones de especial trascendencia, a las Asambleas Generales o Juntas de Gobierno de las Federaciones Insulares, con carácter informativo. 

l) Las demás funciones que le atribuye el ordenamiento jurídico-deportivo o le sean delegadas por la Asamblea General.

Artículo 18º.- El Presidente de la Federación de Lucha Canaria representará legalmente a la misma. Presidirá la Asamblea General y la Junta de Gobierno, dirigirá sus debates y deliberaciones y decidirá con voto de calidad en caso de empate.

Artículo 19º.- Ningún cargo electivo podrá ejercer otro de igual o distinta naturaleza en la Federación de Lucha Canaria. 

Artículo 20º.- Los Vicepresidentes sustituirán por su orden al Presidente en casos de ausencia, vacante o enfermedad. 

Artículo 21º.- Los Vocales desempeñarán las funciones que les encomienden o deleguen el Presidente o la Junta de Gobierno. 

TÍTULO III 

DE LAS FEDERACIONES INSULARES 

Artículo 22º.- Las Federaciones Insulares gestionarán, por delegación de la Federación de Lucha Canaria, los intereses generales de la Lucha Canaria en su demarcación geográfica. 

Artículo 23º.- Las competencias específicas de las Federaciones Insulares son: 

a) Organizar campeonatos insulares, torneos locales, encuentros amistosos y demás competiciones, elevando informe a la Federación de Lucha Canaria. 

b) Elegir a sus propios órganos de gobierno y representación.

c) Conocer y resolver los conflictos que puedan surgir entre las entidades, sociedades o clubes sociales, y entre éstos y los directivos, o entre ellos y los deportistas, de lo que dará cuenta oportunamente a la Federación de Lucha Canaria. 

d) Ejecutar las sanciones acordadas por los órganos competentes. 

e) Colaborar con la Federación de Lucha Canaria en el ejercicio de las demás funciones públicas delegadas en la misma.

Artículo 24º.- El funcionamiento de las Federaciones Insulares será análogo al de la Federación de Lucha Canaria dentro del territorio de su jurisdicción y de conformidad con lo establecido en estos estatutos. 

Artículo 25º.- 1º) Las Federaciones Insulares tendrán los siguientes órganos: 

- Asamblea General Insular. 

- Junta de Gobierno de la Federación Insular. 

- Presidente

La Asamblea Insular

La Asamblea General Insular será elegida por todos los clubes, luchadores, árbitros y entrenadores con credencial federativa y mayores de 16 años en el momento de la elección. Estará integrada, además de por la Junta de Gobierno de la Federación Insular, por dos representantes de directivos por cada club, y dos representantes de luchadores por cada club, de los que, al menos, uno no debe ser puntal. De la suma anterior de directivos y luchadores representados en la Asamblea General Insular, se determinará un 10% más de miembros, que corresponderán a los árbitros y entrenadores en la proporción de un 5% respectivamente, elegidos por y entre sus miembros. 

Las Asambleas Insulares, tanto Ordinarias como Extraordinarias, se convocarán de igual forma que lo establecido para la Asamblea General de la Federación de Lucha Canaria, excepto el plazo, que será de quince días naturales. Igualmente, el plazo para presentar propuestas o mociones será de diez días naturales, en análogas condiciones al punto 2º del artículo 11º del presente estatuto. Se exceptúa el plazo para las asambleas de voto de censura, que será de treinta días naturales. 

Las bajas que se produzcan serán sustituidas por el siguiente en la lista, siempre que haya obtenido votos. 

Los clubes de nueva creación, una vez constituidos y registrados legalmente, incorporarán sus representantes automáticamente a la Asamblea General Insular. 

La elección de la Asamblea Insular se efectuará de acuerdo con lo que disponga el Reglamento Electoral. 

Junta de Gobierno de la Federación Insular

Estará integrada por: 

- Presidente. 

- Vicepresidente. 

- Tesorero. 

- Vocales (un mínimo de 2 y máximo de 7) 

La Junta de Gobierno estará asistida por un Secretario General. 

La Junta de Gobierno será elegida mediante candidaturas cerradas.
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